
 
REPUBLICA DE COLOMBIA  

 

 
JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADOS DE 

EXTINCION DE DOMINIO DE PEREIRA 
 

 
T R A S L A D O DEL  NUMERAL 6, ARTÍCULO 82 DE LA LEY 
1453 DE 2011, QUE MODIFICÓ EL ARTÍCULO 13 DE LA LEY 

793 DE 2002  
 

Ref: Proceso No.  66001312000120190001600 (10.011 E.D.) 
AFECTADOS: SANDRA LINEY HERNÁNDEZ GIRALDO Y OTRO  

 

 

 
Pereira, veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 
Conforme a lo dispuesto en auto del dieciséis (16) de marzo de 
dos mil veinte (2020), proferido por el Juzgado Penal del Circuito 
Especializado de Extinción de Dominio de Pereira, conforme lo 
normado en el numeral 6, artículo 13, de la Ley 793 de 2002, 
modificado por el artículo 82 de la Ley 1453 de 2011, se procede 
a correr traslado por el término de CINCO (5) DÌAS HÀBILES, 
para que soliciten o aporten pruebas. 
  
INICIA: VEINTITRÈS (23) DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTE 
(2020) A LAS SIETE DE LA MAÑANA (7:00 A.M.)  
  
VENCE: VEINTINUEVE (29) DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTE 
(2020) A LAS CUATRO DE LA TARDE (4:00 P.M.) 
  
  
Conste,  
 
 
 

JHON HENRY OLARTE HURTADO 
SECRETARIO 

 
 

PUBLICADO EN LA PÁGINA WEB DE LA RAMA JUDICIAL Y EN EL 
APLICATIVO JUSTICIA XXI TYBA  

 
 



 
REPUBLICA DE COLOMBIA  

 

 
JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADOS DE 

EXTINCION DE DOMINIO DE PEREIRA 
 

 
T R A S L A D O DEL  NUMERAL 6, ARTÍCULO 82 DE LA LEY 
1453 DE 2011, QUE MODIFICÓ EL ARTÍCULO 13 DE LA LEY 

793 DE 2002  
 

Ref: Proceso No.  66001312000120190001700 (10.597 E.D.) 
AFECTADA: LUZ ELENA GAVIRIA VARGAS  

 

 

 
Pereira, veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 
Conforme a lo dispuesto en auto del diecinueve (19) de marzo de 
dos mil veinte (2020), proferido por el Juzgado Penal del Circuito 
Especializado de Extinción de Dominio de Pereira, conforme lo 
normado en el numeral 6, artículo 13, de la Ley 793 de 2002, 
modificado por el artículo 82 de la Ley 1453 de 2011, se procede 
a correr traslado por el término de CINCO (5) DÌAS HÀBILES, 
para que soliciten o aporten pruebas. 
  
INICIA: VEINTITRÉS (23) DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTE 
(2020) A LAS SIETE DE LA MAÑANA (7:00 A.M.)  
  
VENCE: VEINTINUEVE (29) DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTE 
(2020) A LAS CUATRO DE LA TARDE (4:00 P.M.) 
  
  
Conste,  
 
 
 

JHON HENRY OLARTE HURTADO 
SECRETARIO 

 
 

PUBLICADO EN LA PÁGINA WEB DE LA RAMA JUDICIAL Y EN EL 
APLICATIVO JUSTICIA XXI TYBA  

 
 



 
REPUBLICA DE COLOMBIA  

 

 
JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADOS DE 

EXTINCION DE DOMINIO DE PEREIRA 
 

 
T R A S L A D O DEL  NUMERAL 6, ARTÍCULO 82 DE LA LEY 
1453 DE 2011, QUE MODIFICÓ EL ARTÍCULO 13 DE LA LEY 

793 DE 2002  
 

Ref: Proceso No.  66001312000120190002400 (10.116 E.D.) 
AFECTADA:GLORIA INÉS ARENAS AGUDELO  

 

 

 
Pereira, veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 
Conforme a lo dispuesto en auto del veintidós (22) de abril de dos 
mil veinte (2020), proferido por el Juzgado Penal del Circuito 
Especializado de Extinción de Dominio de Pereira, conforme lo 
normado en el numeral 6, artículo 13, de la Ley 793 de 2002, 
modificado por el artículo 82 de la Ley 1453 de 2011, se procede 
a correr traslado por el término de CINCO (5) DÌAS HÀBILES, 
para que soliciten o aporten pruebas. 
  
INICIA: VEINTITRÉS (23) DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTE 
(2020) A LAS SIETE DE LA MAÑANA (7:00 A.M.)  
  
VENCE: VEINTINUEVE (29) DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTE 
(2020) A LAS CUATRO DE LA TARDE (4:00 P.M.) 
  
  
Conste,  
 
 
 

JHON HENRY OLARTE HURTADO 
SECRETARIO 

 
 

PUBLICADO EN LA PÁGINA WEB DE LA RAMA JUDICIAL Y EN EL 
APLICATIVO JUSTICIA XXI TYBA  

 
 



REPUBLICA  DE  COLOMBIA  
 

 
JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE EXTINCIÓN DE 

DOMINIO DE PEREIRA 
 
 

TRASLADO  A LOS SUJETOS PROCESALES E INTERVINIENTES 
ART. 113 LEY 1708 DE 2014   

 

Ref: Proceso No. 660013120001202000010-00 (110016099068201900363 E.D.)  
AFECTADOS: MARÍA IDALISA HERNÁNDEZ QUINTERO Y OTRO  

 
 
Pereira (Risaralda), veintitrés (23) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 
EL SUSCRITO SECRETARIO DEL JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO 
ESPECIALIZADO – EXTINCION DE DOMINIO -, deja constancia que el 15 de 
octubre de 2020 a las 4:00 P.M., venció el término de ejecutoria del auto signado 7 
de octubre de 2020.  
  
En consecuencia, conforme a lo normado por el Artículo 113 de la Ley 1708 de 
20142, se procede a correr traslado a los demás sujetos procesales por el término 
común de CINCO (5) DIAS HABILES 
 
 
INICIA: VEINTITRÉS (23) DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTE (2020) A LAS 
SIETE DE LA MAÑANA (7:00 A.M.)  
  
VENCE: VEINTINUEVE (29) DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTE (2020) A LAS 
CUATRO DE LA TARDE (4:00 P.M.) 
  
  
Conste,  
 
 

JHON HENRY OLARTE HURTADO 
SECRETARIO 

  
PUBLICADO EN LA PÁGINA WEB DE LA RAMA JUDICIAL Y EN EL 
APLICATIVO JUSTICIA XXI TYBA  

 



Señor 
JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO 
Pereira. 
 
 
Referencia :  Solicitud de control de legalidad frente a medidas cautelares  
Proceso:  Extinción de Dominio 
Radicado:   110016099068201900363 E.D. 
    
 
DIANA PATRICIA GIL HENAO, abogada con Tarjeta Profesional No 231.209 expedida por 
el Consejo Superior de la Judicatura, identificada con C.C 1.088.291.054 expedida en 
Pereira, actuando en mi condición de Defensora Pública designada en amparo de pobreza 
de los señores MARIA IDALISA HERNANDEZ QUINTERO identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 24.951.474 y el señor ULBADER ANTONIO HERNANDEZ QUINTERO 
identificado con la cédula de ciudadanía No. 7.532.902, en nombre de mis representados 
y en virtud de los artículos 87 (modificado por el artículo 1 de la Ley 1849 de 2017), 111 
y 112 de la ley 1708 de 2014, solicito de manera respetuosa “ejercer el control de 
legalidad sobre las medidas cautelares” decretadas por la Fiscalía General de la 
Nación dentro del trámite del asunto, mediante Resolución del 07 de mayo de 2020, 
materializada el 23 de julio de 2020. 
 
Fundamento mi solicitud en lo siguiente: 
 
El Código de extinción de dominio se rige, entre otros por los siguientes principios: 
 
Art 2° Dignidad: La extinción de dominio tendrá como límite y fundamento el respeto a 
la dignidad humano. 
 
Art 3° Derecho a la propiedad: La extinción de dominio tendrá como limite el derecho 
a la propiedad lícitamente obtenida de buena fe exenta de culpa y ejercita conforme a la 
función social y ecológica que le es inherente. 
 
Art 3° Garantía e Integración: En la aplicación de la presente ley, se garantizarán y 
protegerán los derechos reconocidos en la Constitución Política. 
 
Art 5° Debido Proceso: En el ejercicio y trámite de la acción de la extinción de dominio, 
se garantizará el derecho al debido proceso que la Constitución Política y este código 
consagran. 
 
De acuerdo con el código de Extinción de Dominio, artículo 112 “El control de legalidad 
tendrá como finalidad revisar la legalidad formal y material de la medida cautelar, y el juez 
competente solo declarará la ilegalidad de la misma cuando concurra alguna de las 
siguientes circunstancias: 
 

1. Cuando no existan los elementos mínimos de juicio suficientes para considerar que 
probablemente los bienes afectados con la medida tengan vínculo con alguna causal 
de extinción de dominio. 
 

2. Cuando la materialización de la medida cautelar no se muestre como necesaria, 
razonable y proporcional para el cumplimiento de sus fines. 

 
3. Cuando la decisión de imponer la medida cautelar no haya sido motivada. 

 



4. Cuando la decisión de imponer la medida cautelar esté fundamentada en pruebas 
ilícitamente obtenidas”. 

 
En cuanto al bien inmueble sobre el cual se decretaron medidas cautelares, se trata del 
LOTE 80 58 FRANJA 1 BARRIO MATECAÑA SECTOR 3 ETAPA, identificado con el folio de 
matrícula inmobiliaria No. 290-136262 de la Oficina de Registro de instrumentos Públicos 
de Pereira. 
 

CLASE Inmueble 

MATRICULA INMOBILIARIA 290-136262 

DIRECCIÓN  LOTE 80 58 FRANJA 1 BARRIO MATECAÑA 
SECTOR 3 ETAPA 

MUNICIPIO Pereira 

DEPARTAMENTO Risaralda 

TÍTULO Resolución 3592 del 21 de octubre de 2009 
de la Alcaldía de Pereira 

PROPIETARIO La señora MARIA IDALISA HERNANDEZ 
QUINTERO identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 24.951.474 y el señor 
ULBADER ANTONIO HERNANDEZ 
QUINTERO identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 7.532.902 

 
Los propietarios actuales del inmueble son la señora MARIA IDALISA HERNANDEZ 
QUINTERO identificada con la cédula de ciudadanía No. 24.951.474 y el señor ULBADER 
ANTONIO HERNANDEZ QUINTERO identificado con la cédula de ciudadanía No. 7.532.902, 
quienes adquirieron a título de cesión gratuita de bienes fiscales por medio de la resolución 
3592 del 21 de octubre de 2009 de la Alcaldía de Pereira, debidamente registrada. 
 
Los afectados en la regulación de la Ley 1708 de 2014, han demostrado ser titulares de 
derecho de dominio de forma diligente, prudente exento de toda culpa y, ejercida en forma 
recta, dentro del marco normativo de adquisición de la propiedad, es decir, título y modo 
mediante título de tradición con su debido registro. 
Los afectados señores MARIA IDALISA HERNANDEZ QUINTERO y ULBADER ANTONIO 
HERNANDEZ QUINTERO son adultos mayores, de condiciones socio económicas 
vulnerables, sin formación académica y de profesión recicladores. 
 
De la misma acta de secuestro del inmueble se obtiene que el inmueble de propiedad de 
los afectados y cuestionado dentro de este proceso, se trata de una “casa lote de un nivel 
con tres habitaciones en muy mal estado, sin techo, una de estas habitaciones está 
acondicionada para cocina, patio de ropas con lavadero techo tejas de zinc. Baño con 
cortina, solo sanitario, no cuenta con servicios”. Es decir, se trata de un inmueble que no 
tiene condiciones mínimas de habitabilidad y aun así en el que habitan dos familias. Una 
propiedad improductiva, con alto grado de deterioro, que por conocimiento público se 
encuentra en zona de riesgo y que difícilmente representará beneficio para el estado con 
su extinción. 
 
Frente a las condiciones del inmueble descrito y la situación socio económica de los 
afectados, resulta una verdad a gritos que estos no están en condiciones de cubrir los 
gastos de arrendamiento de una vivienda, no tienen ingresos básicos mensuales y no 
parece perceptible la capacidad de legalizar la permanencia en el inmueble secuestrado. 
 



Los hechos que dieron origen a la acción de extinción de dominio tienen como fuente la 
judicialización del señor RAMON ANTONIO HERNANDEZ LONDOÑO, luego de su captura 
en el inmueble de propiedad de los afectados. El señor HERNANDEZ LONDOÑO 
actualmente no reside en el inmueble, nunca volvió a habitarlo después de su captura y 
no mantiene relación con los afectados, quienes finalmente resultan ser tan víctimas como 
el estado por las acciones delictivas del aludido señor HERNANDEZ LONDOÑO. 
 
La Fiscalía General de la Nación debió realizar un análisis detallado de los criterios de 
necesidad, razonabilidad y proporcionalidad, entre las condiciones civiles y personales de 
cada afectado y la tradición de los bienes; máxime que no existe dentro de la motivación 
mención alguna al nexo de relación de los afectados con la comisión o permisión de la 
actividad delictiva, tampoco argumento claro y expreso sobre el uso del inmueble como 
medio para la comisión de conductas delictivas. 
 
Ahora, el carácter excepcional de las medidas cautelares permite que la administración de 
los bienes dentro del proceso de extinción resulte menos gravosa para el Estado y para el 
afectado, es por ello que la ley 1708 de 2014 consagra los tres presupuestos de necesidad, 
razonabilidad y proporcionalidad, para decretar la medida cautelar. 
 
Es así que, frente al criterio de necesitad la Fiscalía debe argumentar cómo el 
propietario o tenedor puede realizar actos de disposición, o como el bien inmueble puede 
ser ocultado, grabado, abandonado, o puede sufrir deterioro diferente al del paso del 
tiempo, extravío o destrucción, sin embargo, dentro de la Resolución del decreto de las 
medidas, la argumentación es genérica y no da cuenta de como los aquí afectados podrían 
disponer del inmueble o crear un deterioro mayor al natural. 
 
En relación el criterio de razonabilidad el mismo presupone un análisis juicioso y 
prudente en relación con la aplicación de la medida, la forma en que esta resulta 
beneficiosa para el estado y menos gravosa para este y los afectados, el análisis en cuanto 
la razonabilidad de la medida amerita un estudio y motivación individual, máxime que 
tratándose de una organización criminal, la Fiscalía General de la Nación debe identificar 
y establecer temporal y contablemente, además de la distribución de las funciones, la 
consecuente distribución de ganancias. 
 
De considerar la Fiscalía que el inmueble que nos ocupa fuera producto de una actividad 
ilícita debería motivar como es que su adquisición o mejoras probadas tienen origen en 
actividad delictiva. Por otro lado, de considerar que el inmueble se usaba como medio o 
instrumento para la comisión de un delito, debió mediante elementos materiales 
probatorios idóneos ubicar su participación en el tiempo y en las funciones de la 
organización criminal; es decir no parece suficiente con indicar que el señor HERNANDEZ 
LONDOÑO tenía un rol dentro de la banda porque bien es sabido que la responsabilidad 
personal de los individuos no presupone la vocación de los bienes. 
 
Finalmente, el criterio de proporcionalidad de la medida lleva a evaluar sí el nivel de 
protección del fin constitucional protegido con la extinción de dominio es superior a la 
afectación causada y no solo por gastos de administración para el estado sino también 
frente a la grave situación de indefensión a la que se ven expuestos los afectados y su 
núcleo familiar como terceros de buena fe, pues no tendría sentido que el fin último del 
estado constituyera afectaciones graves innecesarias, irracionales y desproporcionales de 
derechos y garantías fundamentales. 
 
En este sentido, invocamos la causal No. 2 “cuando la materialización de la 
medida cautelar no se muestre como necesaria, razonable y proporcional para 
el cumplimiento de sus fines”, por cuanto la Fiscalía en la Resolución del decreto de 



las medidas cautelares, no realiza una argumentación particular y especifica de los criterios 
de Necesidad, razonabilidad y proporcionalidad; es decir, al proceder con el test 
realizado para la motivación de las medidas cautelares se apoya en consideraciones 
generales y abstractas sobre cada uno de estos criterios sin acudir al estudio y verificación 
del perfil socioeconómico de los actuales afectados con la medida. 
 
Viendo así también configurada la casual tercera “Cuando la decisión de imponer la 
medida cautelar no haya sido motivada” pues los argumentos esbozados por la 
Fiscalía carecen de fundamento probatorio y los elementos de valoración son insuficientes, 
inadecuados y poco razonables. 
 
En síntesis, frente a los criterios descritos, la Fiscalía no mide el grado de afectación y 
beneficio de la medida, ni la necesidad de la misma. Solo refiere de manera genérica y 
abstracta los tres presupuestos de la ley.  
 
¿Existen realmente elementos de juicio suficientes que permitan considerar que el citado 
bien tiene un probable vínculo con alguna causal de extinción de dominio para que sea 
objeto de la medida cautelar? 
 
¿Al decretarse y materializarse las citadas medidas cautelares se salvaguardaron los 
derechos de terceros de buena fe exenta de culpa, conforme lo estipula la ley?. 
 
La respuesta categórica a las dos preguntas es NO, si se analiza, incluso someramente y 
todavía, peor a fondo, la Resolución de la Fiscalía General de la Nación del 07 de mayo de 
2020, mediante la cual se decretaron las medidas cautelares que nos ocupan, se 
desprende diáfanamente que los señores HERNANDEZ QUINTERO no figuran como 
implicados de ningún hecho delictivo, ni participes o intervinientes de la organización 
criminal que dio lugar al proceso de extinción de dominio; lo que nos ubica entonces en 
la causal primera “Cuando no existan los elementos mínimos de juicio 
suficientes para considerar que probablemente los bienes afectados con la 
medida tengan vínculo con alguna causal de extinción de dominio”. 
 
Mirado así y a pesar de que en esta materia de Extinción de Dominio la prueba es dinámica, 
conforme el artículo 47 de la Ley 1849 de 2017 que modificó su similar 152 de la Ley 1708 
de 2014, correspondiéndole al afectado probar los hechos que sustenten la improcedencia 
de la causal de extinción de dominio y que a su lado están los Derechos del afectado, 
desarrollados en el artículo 3 de la Ley 1849 de 2017, que modificó el 13 de la Ley 1708 
de 2014, numerales 5 y 6 que insiste que hay que probar el origen legítimo de su 
patrimonio y de sus bienes, como la licitud de su destinación y que dichos bienes no se 
encuentran en las causales de procedencia de la extinción de dominio; no es menos cierto 
que a la Fiscalía le corresponde salvaguardar los derechos de terceros de buena fe exenta 
de culpa, articulo 19 de la Ley 1849, que modificó el artículo 87 de la Ley 1708 de 2014, 
así mismo debe analizar con sumo cuidado el contenido de las normas 19 y 87, de las 
citadas leyes, respectivamente, que consagran los fines de las medidas cautelares. 
 
Es decir, el ente investigador no solo se quedó corto al analizar y aplicar la normatividad 
referida, sino que vulneró los derechos de los señores HERNANDEZ QUINTERO, al no 
ahondar en el Juicio de Proporcionalidad y que tiene íntima relación con la dignidad 
humana y los moduladores de la actividad procesal, debiendo analizar antes de decretar 
la medida la idoneidad, pues tenía que verificar que la restricción del derecho a la 
propiedad era idónea para el fin propuesto; frente a la necesidad, verificar que no existe 
otra medida menos gravosa e invasiva que permita alcanzar el mismo fin y; respecto a la 
proporcionalidad en sentido estricto analizar que en cuanto más sea el daño que va a 
causar con la medida, más será el beneficio que va a obtener o conseguir, es el balance 



entre la limitación del derecho y el derecho que pretende proteger, puesto que el objeto 
del pronunciamiento que tuvo la fiscalía lo basó en los artículos 87 y 88 de la Ley 1708 de 
2014, modificados por los artículos 19 y 20 de la Ley 1849 de 2017, pues buscaba evitar 
que los bienes que se cuestionan puedan ser ocultados, negociados, gravados, distraídos, 
transferidos, o puedan sufrir deterioro extravío o destrucción, o con el propósito de cesar 
su uso o destinación ilícita. 
 
Lo anterior nos remite inmediatamente a que resulta suficiente la suspensión del 
poder dispositivo como medida cautelar, y que el embargo y secuestro como 
medidas excepcionales, resultan en este caso desproporcionales. Nótese que, tratándose 
de un bien inmueble, la finalidad ultima de la medida cautelar debería ser poder sacar el 
bien del comercio para lo que resulta proporcional y eficaz la inscripción en el folio de 
matricula inmobiliaria de la medida de suspensión del poder dispositivo, que cumple con 
la función de imposibilitar la comercialización y disposición del bien, contrario sensu el 
secuestro que resulta ser la medida cautelar más gravosa, desproporcional y la que mayor 
afectación causa. 
 

PETICIÓN 
 
Por lo expuesto, de manera respetuosa se solicita: 
 
PRIMERO: Proceder con el control de legalidad de la Resolución de la Fiscalía General de 
la Nación del 07 de mayo de 2020, materializada el 23 de julio de 2020, donde decretó las 
medidas cautelares de: suspensión del poder dispositivo, embargo y secuestro del 
inmueble denominado LOTE 80 58 FRANJA 1 BARRIO MATECAÑA SECTOR 3 ETAPA, 
identificado con el folio de matrícula inmobiliaria No. 290-136262 de la Oficina de Registro 
de instrumentos Públicos de Pereira, de propiedad de los señores MARIA IDALISA 
HERNANDEZ QUINTERO identificada con la cédula de ciudadanía No. 24.951.474 y 
ULBADER ANTONIO HERNANDEZ QUINTERO identificado con la cédula de ciudadanía No. 
7.532.902. 
 
SEGUNDO: Tras el estudio de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad de las medidas 
decretadas por la Fiscalía, declarar la medida de suspensión del poder dispositivo como 
medida suficiente para asegurar los bienes sujetos a registro y hacer menos gravosa la 
afectación. 
 
TERCERO: Tras el estudio de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad de las medidas 
decretadas por la Fiscalía, declarar la medida embargo y secuestro ilegales por cuanto son 
desproporcionales e innecesarias para los fines del Estado.  
 
CUARTO: Consecuente con lo anterior declarar la ilegalidad de las medidas cautelares de 
embargo y secuestro del inmueble denominado LOTE 80 58 FRANJA 1 BARRIO MATECAÑA 
SECTOR 3 ETAPA, identificado con el folio de matrícula inmobiliaria No. 290-136262 de la 
Oficina de Registro de instrumentos Públicos de Pereira, de propiedad de los señores 
MARIA IDALISA HERNANDEZ QUINTERO identificada con la cédula de ciudadanía No. 
24.951.474 y ULBADER ANTONIO HERNANDEZ QUINTERO identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 7.532.902. 
 
QUINTO: Se ordene en consecuencia la entrega material del inmueble denominado LOTE 
80 58 FRANJA 1 BARRIO MATECAÑA SECTOR 3 ETAPA, identificado con el folio de 
matrícula inmobiliaria No. 290-136262 de la Oficina de Registro de instrumentos Públicos 
de Pereira, a los afectados señores MARIA IDALISA HERNANDEZ QUINTERO identificada 
con la cédula de ciudadanía No. 24.951.474 y ULBADER ANTONIO HERNANDEZ 



QUINTERO identificado con la cédula de ciudadanía No. 7.532.902, con las salvedades del 
caso. 
 
SEXTO: Se comunique lo dispuesto a la Sociedad de activos Especiales (SAE). 
 

ANEXOS 
 
Adjunto a la presente solicitud designación que me hiciere la Defensoría del Pueblo, 
Resolución de la Fiscalía General de la Nación del 07 de mayo de 2020, materializada el 
23 de julio de 2020 y Acta de diligencia de secuestro. 
 

NOTIFICACIONES 
 
La suscrita recibe notificaciones en la carrera 7 No. 19-48, piso 3º Pereira, teléfono 310 
373 3657 y en la dirección de correo electrónico institucional diagil@defensoria.edu.co.  
 
Atentamente, 
 
 
 
 
DIANA PATRICIA GIL HENAO 
C.C. No. 1.088.291.054 de Pereira. 
T.P. No. 231.209 del C.S de la J. 
 
 
 
 
 

mailto:diagil@defensoria.edu.co


Señor(a)

JUEZ PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO
Pereira.
Referencia. DESIGNACIÓN DEFENSOR PÚBLICO 110016099068201900363 E.D.

Cordial Saludo,

Respetuosamente me permito informar que a solicitud de los señores MARIA IDALISA HERNANDEZ
QUINTERO identificada con la cédula de ciudadanía No. 24.951.474 y el señor ULBADER ANTONIO
HERNANDEZ QUINTERO identificado con la cédula de ciudadanía No. 7.532.902, se ha designado
como apoderada a la abogada DIANA PATRICIA GIL HENAO quien se ubica en la carrera 7 No. 19-48
Piso 3 Edificio Banco Popular de Pereira, correo institucional diagil@defensoria.edu.co, teléfono
3103733657, abogada inscrita a la Defensoría del Pueblo como Defensora Publica en el programa
Público y Privado, para que represente sus derechos dentro de proceso de EXTINCIÓN DE DOMINIO.

Entiéndase a la Defensora Pública con facultades para representación en todas las etapas procesales.

Cordialmente,

Copia:
Anexo:

Proyectó: Rafael Augusto Garavito Quintero:.
Aprobó: Gloria Ines Quiceno Ramirez 
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